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El atípico secuestro de Ronald Ojeda 

 

Es un secuestro atípico, qué duda cabe. Se trata de una operación cuidadosamente 
planificada por personas caracterizadas como personal de la policía de investigaciones, 
en un automóvil con patente clonada, que sus captores abandonaron a horas de 
cometido el delito, cuidando de borrar toda huela. A más de dos semanas de ocurrido, 
sus captores no han demandado rescate y su paradero continúa desconocido. Por sus 
características y la identidad de la víctima, un ex oficial venezolano, fugado de un penal 
en su país, activo disidente del régimen de Maduro, diversos sectores, incluidos 
opositores que se encuentran en el exilio, han levantado la hipótesis que se trataría de 
una operación de “extracción” por parte de los servicios de seguridad venezolana. 

Es difícil imaginar, sin embargo, que el gobierno venezolano pudiera montar una 
compleja operación internacional, de muy difícil implementación, arriesgando las 
recientes relaciones diplomáticas establecidas con nuestro país. Se especula, con 
bastante poco fundamento, que se buscaría enviar un mensaje al exilio venezolano, 
pero nadie puede explicar por qué se elegiría aun modesto ex teniente asilado en 
nuestro país. No parece coherente con las señales de distensión que ha buscado 
entregar el gobierno venezolano hacia nuestro país. Incluida la reciente visita del 
subsecretario Manuel Monsalve a Caracas y los acuerdos de cooperación suscrito 
entre ambos gobiernos. 

Desde luego, el gobierno venezolano ha negado de plano toda injerencia en este 
secuestro. Tanto de manera pública, como a través de los canales diplomáticos. Incluso 
Dios dado Cabello, el número dos del régimen chavista, ha ironizado sobre el 
particular, señalando las obvias dificultades de secuestrar a una persona en nuestro 
país para trasladarla a Venezuela, pasando por las diversas fronteras que separan 
ambos países. Cabe destacar que ningún sector de la oposición al gobierno de Maduro, 
ha comprado la hipótesis de una extracción del ex teniente Ronald Ojeda. 



Otra de las hipótesis que se baraja es la de un auto secuestro, sin precisar las posibles 
motivos o razones para dicha alternativa. 

La hipótesis más plausible, si se descartaran los móviles políticos, apuntan al narco 
tráfico y el crimen organizado, especialmente de origen venezolano, que opera en 
nuestro país, aun cuando, hasta ahora, no aparece ningún antecedente que vincule a 
Ronald Ojeda con organizaciones criminales. Hasta donde se sabe, luego de fugarse del 
penal venezolano, pasó por Perú y arribó a nuestro país, obteniendo la condición de 
refugiado político. Al momento de su secuestro, se encontraba trabajando en una 
empresa de seguridad, de la cual no se conocen públicamente mayores antecedentes, 
aún cuando es más que evidente que los servicios policiales investigan a sus dueños, 
así como las actividades específicas que desarrolla este ex teniente en dicha empresa. 

Con toda razón, la ministra del interior ha sostenido que no son estas las únicas 
hipótesis posibles. Desde un ajuste de cuentas hasta la eventual participación del Tren 
de Aragua. Grupos de ultraderecha u otros móviles. El gran riesgo para los 
investigadores (también para sus familiares), es que el ex teniente aparezca asesinado. 
Sin que se pueda determinar las razones que tendrían sus captores para tal 
determinación. 

La investigación del secuestro se mantiene, por ahora, en carácter de secreta, en tanto 
que sectores de oposición y parlamentarios demandan mayores antecedentes sobre el 
caso- 

 

Los cuestionamientos al sistema de inteligencia 

Obviamente este secuestro representa un grave problema para el gobierno, como lo 
ha reconocido el propio presidente, que decidiera suspender sus accidentadas 
vacaciones para ponerse al frente del caso. La sola sospecha que pudiera tratarse de 
una operación montada por los servicios de inteligencia venezolanos basta para 
tensionar las frágiles relaciones diplomáticas entre ambos países. 

Sectores de oposición y no pocos medios de comunicación, han especulado, más allá 
de lo razonable, con la hipótesis de una injerencia del régimen de Maduro en el caso, 
exigiendo la máxima celeridad en las investigaciones y drásticas medidas en la 
eventualidad que esta injerencia pudiera ser probada. De igual manera, estos sectores 
han apuntado a la ANI por su supuesta incapacidad de proveer la inteligencia necesaria 
para prevenir este tipo de hecho. 

El director general de carabineros, Ricardo Yáñez, ha rechazado categóricamente. 
Habría que ver s estos cuestionamientos, sosteniendo que han reaccionado con 
rapidez y eficiencia tras conocer la noticia del secuestro y se encuentran desplegados 
en las investigaciones y la búsqueda de la víctima. 

Es más que evidente que el tiempo juega en contra para encontrar con vida al ex oficial 
secuestrado y detener a los responsables. Por ahora, junto a las necesarias gestiones 



diplomáticas encargadas a nuestro embajador en Venezuela, el gobierno ha decidido 
reforzar el control de fronteras y solicitar la colaboración de Interpol en las 
investigaciones, 

Trascendidos de prensa señalan que las policías habrían identificado a dos personas, 
presumiblemente de nacionalidad venezolana, que habría participado en el secuestro. 
Habría que ver si estos trascendidos se verifican y llevan a un pronto esclarecimiento 
de un caso que ha conmocionado a la opinión pública, generando gran inquietud entre 
el exilio venezolano en nuestro país. 

 

La definición de la agenda gubernamental para el nuevo año político 

 

En verdad, la agenda gubernamental para el año político que se inicia, se anuncia 
recargada y con un pronóstico reservado. Especialmente con relación a algunos de los 
proyectos emblemáticos impulsado por el ejecutivo, como la reforma del sistema 
previsional y el nuevo pacto fiscal impulsado por el ministerio de hacienda, en donde la 
oposición mantiene sus objeciones a cualquier alza de impuestos que graven a los 
sectores de mayores ingresos y el financiamiento del pilar solidario con un porcentaje 
de la cotización adicional del 6 %. De igual manera, existe una gran incertidumbre 
acerca del futuro de las ISAPRES, que han anunciado que están al borde del colapso y 
demandan soluciones, como la llamada “mutualización” de la deuda por cobros 
excesivos y un alza de los planes de salud, que sectores del oficialismo no dudan en 
calificar como “un perdonazo”.  

El gobierno ha dado importantes muestras de apertura y flexibilidad para construir 
consensos. Incluso apoyó la propuesta formulada por los llamados “partidos no 
alineados”, para distribuir la cotización adicional con la fórmula de 3 y 3, que fuera 
rechazada en la cámara de diputados. El gobierno, a través de la ministra del trabajo, 
ha llamado a la oposición a formular propuestas concretas para financiar el pilar 
solidario, llamándolos a flexibilizar sus posturas. 

Seguridad pública como primera prioridad 

Inevitablemente, la seguridad pública, que figura como primera prioridad para la 
ciudadanía, según muestran las encuestas, seguirá manteniendo un rol preponderante, 
tanto para el gobierno como para la oposición. No tan sólo por la necesidad de aprobar 
algunos proyectos pendientes, como la protección de la infraestructura crítica, la 
reformulación del sistema de inteligencia nacional o la creación del ministerio de 
seguridad pública, sino también nuevas medidas para enfrentar el incremento de 
crímenes violentos, especialmente en la región metropolitana y el norte del país. 

Es un tema bastante complejo de abordar. Sobre todo, si se analiza desde una 
perspectiva más global. La internalización de los carteles de la droga y el crimen 
organizado golpea con particular intensidad a países como Ecuador o Perú. Parece 



cosa de tiempo (no demasiado) para que la crisis que enfrentan países vecinos se 
instale en nuestro país, como lo han advertido diversos expertos a nivel internacional.  

Inexplicablemente, autoridades argentinas, como la ministra Patricia Bullrich, han 
alertado respecto de un supuesto deterioro de la seguridad pública en nuestro país, 
señalando que ello representa un riesgo para su país. Bien ello pudiera responder a 
una maniobra política, buscando endosar responsabilidades por la crisis de seguridad 
que se vive en la nación trasandina. No hay pruebas fehacientes acerca de un tráfico 
de drogas o armas desde nuestro país hacia Argentina. Bien pudiera ser al revés, como 
afirman algunos expertos en seguridad. 

Pero ese no parece ser el problema central, el verdadero problema es que el conjunto 
de la región se encuentra amenazado por la internacionalización del crimen organizado 
y los carteles de la droga. Y ello requiere no tan solo de activas políticas para 
combatirlo, sino también de una estrecha coordinación y cooperación de los gobiernos 
y los servicios policiales para enfrentar este flagelo que amenaza a las democracias en 
nuestra región. 

Ello obliga a diseñar políticas integrales no tan sólo para reforzar los equipos policiales, 
sino también la seguridad de las fronteras, aduanas y puertos, así como los diversos 
servicios encargados de fiscalizar la actividad económica y prevenir el lavado de 
dinero. Y es más que obvio que ello requiere de ingentes recursos económicos, para lo 
cual se requiere, entre otras cosas, un nuevo pacto fiscal. 

 

Retomar la senda del crecimiento económico 

En estos dos primeros años de gobierno se ha logrado implementar un importante 
ajuste de la economía, fuertemente impactada por la pandemia y la crisis 
internacional. Con un bajo costo social y un importante control de la inflación. Hoy el 
desafío es retomar la senda del crecimiento, que las autoridades proyectan en torno a 
un 2,5 %. Una meta bastante ambiciosa y difícil de alcanzar, según analistas del 
mercado. 

Simplificar y agilizar los trámites de aprobación de proyectos (la permisología) parece 
ser un elemento central para dinamizar la economía. El acuerdo de asociación público-
privada, alcanzado por Codelco y Soquimich es jun paso muy relevante, que puede 
servir de modelo para otros emprendimientos. No tan sólo respecto del litio sino 
también en otras áreas como la energía y minería. 

De la misma manera, el nuevo pacto fiscal, que ha impulsado el ministro de hacienda, 
parece ser muy relevante no tan sólo para atender demandas sociales y reforzar la 
seguridad pública sino también dar un nuevo impulso al crecimiento. Las propuestas 
para combatir la evasión y elusión tributaria pueden ser muy importantes, pero no 
bastan para asegurar los ingresos que el estado requiere para avanzar hacia un estado 
social y democrático de derechos. 



 

La urgente reforma del sistema político y una renovada agenda a favor de la 
transparencia y probidad 

A las prioridades anteriores, se podrían agregar dos prioridades que aparecen tan 
urgentes como necesarias. Una de ellas es la reforma del sistema político, en donde 
existía un amplio consenso al interior del grupo de expertos que redacto la propuesta 
que debatiera (y desnaturalizara) el consejo constituyente. La gobernabilidad del país 
se ha visto fuertemente afectada por la existencia de más de 20 partidos con 
representación parlamentaria, además de 40 parlamentarios que se declaran como 
independientes (la mayoría d ellos cuales fueron electos en listas partidarias). 

Está en juego el interés superior del país y de su gobernabilidad futura (también de las 
coaliciones mayoritarias y a quienes aspiren a gobernar) impulsar una reforma que no 
tan sólo ponga barreras de entrada a los partidos políticos, sino también la excesiva 
fragmentación política y el “discolaje”. No es del todo evidente que esa reforma 
pudiera prosperar antes de las próximas elecciones parlamentarias y presidenciales del 
año próximo, pero habría que hacer el esfuerzo. 

Para la derecha, y en especial para Evelyn Matthei, la más probable candidata a la 
presidencia por Chile Vamos, es una reforma que debiera impulsar con entusiasmo. 
Sobre todo, por la política obstruccionista que ha mantenido la derecha frente al 
actual gobierno. Necesariamente, en la eventualidad de ganar la presidencia, Evelyn 
Matthei, al igual que el actual oficialismo, requiere de mayores grados de 
gobernabilidad para implementar su programa. Y ello requiere de la reforma del actual 
sistema político, Además de graduar la confrontación con el actual gobierno. 

La otra prioridad está dada por una renovada agenda a favor de la probidad y 
transparencia, con un énfasis especial en el ámbito regional y municipal, en donde se 
han registrado los mayores escándalos en materia de corrupción. No deja de llamar la 
atención que se mantengan las medidas de prisión preventiva en el llamado caso 
convenios y se otorgue el beneficio de arresto domiciliario para algunos alcaldes y 
alcaldesas, presuntos responsables de corrupción enriquecimiento ilícito y fraude 
fiscal, con perjuicios fiscales considerablemente superiores a los involucrados en el 
caso convenios 

 

El año 2024 en modo electoral 

El año político que se inicia está marcado por las próximas elecciones municipales del 
mes de octubre. Aún los partidos y coaliciones deben definir a sus candidatos y 
candidatas y la forma como designarlos, sino también las alianzas políticas y 
electorales para enfrentar estos comicios que no tan sólo diseñaran un nuevo mapa 
político en el país sino anticiparan los posibles resultados de la elección presidencial y 
parlamentaria del año próximo. 



En el oficialismo, la opción es clara, enfrentar la próxima elección municipal en una 
lista única a nivel de alcaldes y competir, probablemente en tres listas, a nivel de 
concejales. Sin embargo, esta opción tan clara, aún debe pasar por la prueba de la 
blancura para arribar a una lista única en las alcaldías. El principio “del que tiene 
mantiene” no tiene buena presentación, pero funciona para aquellos alcaldes y 
alcaldesas que aparecen bien posicionados y con grandes posibilidades de ser relectos 
(as), No necesariamente para aquellos ediles fuertemente cuestionados y con bajos 
índices de popularidad. El mecanismo de primarias no es la panacea para mejor 
resolver y necesariamente requiere de claras regulaciones y acuerdos entre los 
diversos partidos. Sin olvidar el riesgo que “el pan se pueda quemar en la puerta del 
horno”, 

Para la derecha, la situación es aún mas compleja. Es más que evidente que deberá 
sostener una dura competencia a nivel de concejales, que enfrentará duramente a 
Republicanos con Chile Vamos. En buena medida, allí se juegan los liderazgos futuros y 
la hegemonía del sector. Chile Vamos busca incluir a Amarillos y Demócratas en su 
pacto municipal. El tema es que debe buscar un acuerdo o pacto por omisión con 
republicanos para intentar desplazar al oficialismo y la DC de un número importante 
de alcaldías. Y allí hay un problema con sus nuevos aliados de la centro derecha 
(Amarillos y Demócratas), que buscan “una coalición de centro” como la definía Matías 
Walker (un centro bastante corrido a la derecha, hay que decir), que excluya cualquier 
alianza con la ultraderecha, como se debatió en Alemania, bajo el patrocinio de la 
Fundación Konrad Adenauer. 

Al final, predominara el pragmatismo y los desnudos intereses electorales para arribar 
a un pacto por omisión, que les permita sumar fuerzas tras el objetivo de derrotar al 
oficialismo. Aunque no siempre las sumas cuadran ni menos permiten multiplicar. 

Lo que es claro es que José Antonio Kast levantará una nueva candidatura presidencial, 
sin pasar por el mecanismo de primarias, para competir con el candidato o candidata 
de Chile Vamos, Así lo ha asumido Pablo Longueira, que ha propuesto el mecanismo de 
primarias para designar el candidato (a) de su sector, incluyendo a Demócratas y 
Amarillos y excluyendo a Kaiser y por cierto a José Antonio Kast. 
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